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Introducción

A raíz de la visibilidad que cobraron los femicidios en nuestro país, producto de
la acción del movimiento feminista, en diciembre del año 2012, mediante la ley 26.791
se reformó el art. 80 del Código Penal, incorporando como un “tipo agravado de
homicidio al cometido por un hombre en perjuicio de una mujer mediando violencia de
género”. De esta manera logramos incorporar en la agenda política argentina el
concepto de femicidio para definir y nombrar los asesinatos de mujeres por su
condición de género, dado que éstos representan la forma más extrema de la violencia
machista.

Ante la falta de datos oficiales de femicidios en la Argentina, una de las
estrategias de visibilidad que nos dimos las organizaciones feministas y de la sociedad
civil fue la de elaborar nuestros propios registros estadísticos para dar a conocer la
magnitud de la problemática que estábamos denunciando, siendo la ONG La Casa del
Encuentro, a través de su Observatorio Adriana Marisel Zambrano, la primera en
construir datos estadísticos de los femicidios en el país desde el año 2009.

Recién en el año 2015, y como respuesta al reclamo urgente de la sociedad, que
se expresó el 3 de junio en más de 200 ciudades de todo el país por #NiUnaMenos,
hubo anuncios en los distintos poderes del Estado: el Ministerio de Justicia y Derechos
Humanos de la Nación creó la Unidad de Registro, Sistematización y Seguimiento de
Femicidios y Crímenes agravados por el Género. En el mismo sentido, la Oficina de la
Mujer de la Corte Suprema de Justicia de la Nación anunció la creación del Registro
Nacional de Femicidios de la Justicia Argentina (RNFJA), éste fue el primer registro
oficial de femicidios con el que contamos luego de 6 años de sancionada la ley 26.485
en el año 2009, norma que dentro de sus preceptos establece la creación de
estadísticas que permitan elaborar políticas para prevenir, sancionar y erradicar la
violencia machista en nuestra sociedad.

Sin embargo, a pesar de los importantes avances que hemos obtenido a partir de
la lucha en contra de la violencia machista, la pobreza y la desigualdad a la que somos
arrojadas las mujeres y las diversidades en Argentina, entre las que se destacan las
marchas por #NiUnaMenos, los Paros Nacionales de Mujeres y la Marea Verde, a partir
de las cuales logramos avances significativos como la sanción de la Ley 27.610 de
legalización del Aborto y la creación del Ministerio de las Mujeres Géneros y Diversidad,
observamos con preocupación que desde de las masivas movilizaciones originadas el
3 de junio del 2015 a la actualidad los femicidios no disminuyeron. De acuerdo a
nuestro registro, en estos 8 años en la Argentina hubo 2257 femicidios, cifra que se
compone de valores anuales que no han sufrido variaciones significativas entre un año
y otro desde que iniciamos nuestro relevamiento en el año 2015.
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Desde el Observatorio de las Violencias de Género “Ahora Que Sí Nos Ven” nos
propusimos realizar un monitoreo diario de los femicidios ocurridos luego de la masiva
movilización #NiUnaMenos del 3 de junio del 2015, con el objetivo de visibilizar una de
las formas más extremas que cobra la violencia por motivos de género y denunciar la
falta de políticas públicas destinadas a aplicar las leyes de protección de los derechos
humanos de las mujeres y personas LGBTIQ+ vigentes desde hace años en todo el
territorio nacional. Nuestra fuente de información son los artículos y publicaciones que
encontramos en los medios digitales y gráficos de todo el país en los que se observan
hechos sobre la muerte violenta de mujeres por motivos de género, asesinatos que se
dan como producto de las desigualdades estructurales que aún persisten en nuestra
sociedad, ya sea que tengan lugar dentro de la familia o en cualquier otra relación
interpersonal.

El informe que aquí presentamos es abarcativo de:
a- Femicidios, femicidios vinculados (de mujeres, niñas, varones y niños), entre el 3

de junio del 2015 y el 25 de mayo del 2023.
b- Travesticidios y transfemicidios publicados en medios de comunicación entre el 1

de enero del 2020 y el 25 de mayo del 2023.

Consideramos la posibilidad de que existan femicidios que no se publiquen en los
medios, o que no sean informados como tales, por lo que entendemos que el número
de casos podría ser aún mayor. Pero sabiendo que en nuestro país contamos con un
movimiento feminista que puso en agenda política y mediática a la violencia de género
sufrida históricamente por las mujeres y personas LGBTIQ+, sobre todo, como ya lo
mencionamos, a partir del primer Ni Una Menos, confiamos en que los datos que
construimos, y que aquí presentamos, son representativos de la realidad que sufrimos
las mujeres. Sin embargo, esto aún no sucede con los casos de travesticidios y
transfemicidios que permanecen invisibles a la mirada de los medios tradicionales de
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comunicación, por lo que desde el año 2020 hemos iniciado la tarea de su monitoreo y
registro, a sabiendas de que dicho número dista mucho de la realidad.

A los fines de este relevamiento fueron analizadas las siguientes variables:

Categorías
● Femicidio íntimo o directo de mujeres: muerte violenta de mujeres realizado por

hombres motivado por odio, desprecio, placer o un sentido de propiedad de la
mujer.

● Femicidio Vinculado: asesinato cometido por hombres contra:
a) personas con las que la mujer tiene relación estrecha (hijxs, parejas actuales,
familiares directos, etc).
b) personas que se encuentran en la línea de fuego entre el agresor y la víctima.

● Vínculo de la víctima con el agresor: Pareja/Ex Pareja/Conocidos (amigos, familia
de ex pareja, vecinos, etc.)/Familiares (tíos, hijos, primos, hermanos, padre,
padrastro)/ Extraños– desconocidos/Sin datos

● Lugar físico del femicidio
● Acceso a la justicia: existencia de denuncias realizadas por las mujeres y/o

medidas judiciales asignadas por la justicia.
● Agresores pertenecientes a las fuerzas de seguridad
● Niñxs que perdieron a sus madres víctimas de femicidios
● Travesticidio/transfemicidio: muerte violenta de mujeres trans/travesti por

motivos de género, considerándose travesti o mujer trans a toda aquella persona
asignada al género masculino al nacer, que se autopercibe como travesti o como
mujer trans respectivamente, hubiera realizado o no el cambio registral de
identidad e independientemente de si se hubiera realizado o no modificaciones en
el cuerpo .1

1 Definición tomada del Registro Nacional de Femicidios de la Argentina de la Oficina de la Mujer de la
Corte Suprema de Justicia de la Nación.
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Registro durante los 8 años de NI UNA MENOS

Femicidios totales por año

De acuerdo al relevamiento de medios gráficos y digitales de todo el país, en los
últimos 8 años hubo 2257 femicidios, cifra que es abarcativa de los femicidios directos
y los femicidios vinculados.

Según el análisis que realizamos hasta el 25 de mayo de 2023, 2019 fue el año con
mayor cantidad de femicidios directos y vinculados. Sin embargo, las cifras que
expresan los casos más extremos de la violencia machista se mantienen en niveles
alarmantes y estables desde la primera movilización de Ni Una Menos hasta la fecha.
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Entre el 3 de junio del 2015 y el 25 de mayo del 2023 hubo en promedio en Argentina:

Vínculo con el agresor

En el caso del vínculo de la víctima con el agresor, en estos 8 años el 63% de los
femicidios fue perpetrado por parejas o ex parejas de las víctimas. Esta variable se
mantiene estable durante todos los años y nunca por debajo del 57%. Estos hechos son
resultado del entramado violento en el que se constituyen algunos vínculos
sexoafectivos, en donde el disciplinamiento y el control de la vida de las mujeres por
parte de los hombres constituyen una situación permanente de violencias que escalan
hacia las violencias más extremas, como lo es el femicidio. Si bien poder explicar y
comprender los factores que dan lugar a la violencia de género es difícil debido a que
se trata de un fenómeno multifactorial y complejo, desde el campo académico
contamos con los trabajos de Rita Segato y Marcela Lagarde para abordar este tema.
Según el enfoque de Rita Segato , la violencia de género y los femicidios están2

arraigados en las desigualdades de poder y las relaciones de dominación entre
hombres y mujeres en la sociedad. Sostiene que la violencia de género no es
simplemente el resultado de la agresión individual de algunos hombres, sino que es un
fenómeno estructural y cultural más amplio basado en el “disciplinamiento” hacia las

2 Segato, R. “La guerra contra las mujeres” (2016)
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mujeres. En este sentido también Marcela Lagarde aborda la violencia de género con3

una perspectiva sociocultural, sosteniendo que la violencia contra las mujeres es una
expresión de poder y control por parte de los hombres en un sistema que es patriarcal, y
en donde el desprecio y el odio hacia las mujeres queda de manifiesto. Un odio que es
aprendido, socializado y que se perpetúa a través de discursos, normas y prácticas que
deshumanizan a las mujeres. Ambas académicas nos nutren de estudios y elementos
que nos permiten comprender que estos datos que construimos representan una
realidad muy preocupante en la que la vida de las mujeres está en riesgo en el ámbito
de las relaciones de pareja o exparejas debido a múltiples factores que pueden incluir la
posesión, el control, los celos, la percepción de la propiedad sobre la mujer, y la
dificultad de los hombres de aceptar la autonomía y la libertad de las mujeres. Por esta
razón es que desde Ahora Que Sí Nos ven proponemos trabajar en la desarticulación
del mito del amor romántico, ya que promueve una idea distorsionada e idealizada de
las relaciones amorosas, basada en estereotipos de género y en la idea de la posesión y
el control, naturalizando conductas violentas en las relaciones interpersonales.
Consideramos entonces fundamental cuestionar este mito desde los distintos ámbitos
e instituciones de nuestra sociedad para promover relaciones equitativas y sin
violencias. En este sentido, es urgente la implementación completa y efectiva de la
Educación Sexual Integral en las instituciones educativas de todo el país, para que niñxs
y adolescentes puedan construir relaciones más igualitarias. También es necesario y
fundamental que desde los medios de comunicación y desde la industria cultural se
representen imaginarios del sexo y el amor donde la base sea el respeto, el
consentimiento y la libertad.

Por otra parte, a lo largo de estos 8 años en Argentina, nos encontramos con que
en el 88% de los casos los femicidas resultaron ser familiares (hermanos, hijos, padres,
entre otros) y conocidos (como vecinos y amigos). Los datos que presentamos en el
gráfico que se encuentra a continuación nos muestran que la mayoría de los casos de
femicidios fueron cometidos por personas del círculo íntimo de la víctima. Dicho de
otro modo, entre 8 y 9 de cada 10 mujeres fueron asesinadas por un varón que
pertenece a su círculo íntimo.

3 Lagarde, M. “Los cautiverios de las mujeres” (1990)
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Esta cifra, que se mantiene estable año a año, nos indica que el agresor no es
una persona desconocida, ajena a la cotidianidad de la víctima y no concuerda con el
modelo de “monstruo” “loco” o “enfermo” que muchas veces se intenta instalar en los
medios de comunicación, sino todo lo contrario. Los agresores son en mayor medida
personas conocidas por la víctima, en muchos casos el padre de sus hijos o con quien
tiene una relación afectiva.

Lugar físico del femicidio

Del 3 de junio de 2015 al 25 de mayo de 2023 el 64% de los femicidios tuvieron
lugar en la vivienda de la víctima, la cual en muchos casos comparte con su agresor. En
menor medida, el 25% de los hechos ocurrieron en la vía pública y el 4% en la vivienda
del agresor. Como señalamos en estos 8 años, el lugar más peligroso para las mujeres
es su propio hogar. Si sumamos los casos ocurridos en las viviendas de las víctimas y
los casos ocurridos en las viviendas del agresor notamos que el 68% de los femicidios
ocurren en espacios que corresponden al fuero íntimo y que son conocidos por las
víctimas. Sobre la base de estos datos reconstruidos en nuestro país, consideramos
que es momento de romper con la creencia histórica que establece que las mujeres
somos atacadas por desconocidos que se encuentran fuera de sí, en una calle oscura.
Nuestros datos ponen de relieve que este no es más que un mito que posibilitó que
durante años las mujeres estuviéramos destinadas a recluirnos en el ámbito privado
para evitar estos tipos de peligros, mientras que los varones estaban autorizados a
ocupar el espacio público (ciudadano, político y económico). Al mismo tiempo, esa
creencia resultó para las mujeres una trampa, muchas veces, mortal. En Argentina, las
calles no son el único lugar inseguro para una mujer, sino también su propio hogar.
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Como se observa en el gráfico anterior, en estos 8 años más de la mitad de los
femicidios ocurrieron en el hogar de la víctima. En muchos de estos casos la vivienda
es compartida con el agresor, ya sea pareja o familiar. Entendemos que la víctima no
puede abandonar el hogar por diversas razones, entre ellas la limitación económica o
no poder contar con un lugar seguro que la reciba. También se dan casos en los que las
mujeres que se encuentran en situación de violencia de género no cuentan con redes de
apoyo y contención conformadas por amistades o familiares, producto de la
manipulación del agresor con el objetivo de mantenerlas aisladas. Pero también es
importante tener en cuenta que el abandono del hogar por parte de la víctima implicaría
una renuncia a su patrimonio, lo que profundizaría aún más la brecha económica que
históricamente existe con una amplia desventaja hacia las mujeres, por lo que
consideramos que frente a este contexto resulta imprescindible y urgente la
implementación de políticas públicas que garanticen la autonomía económica de las
mujeres, con el fin de salvarles la vida.

Es fundamental tener en cuenta esta situación que se pone de manifiesto con los
datos que compartimos, ya que el acceso a la vivienda es desigual respecto al género,
producto de la desigualdad económica estructural que habitamos mujeres y disidencias
a diario. Según el “Informe sobre la participación de las mujeres en el trabajo, el ingreso
y la producción” (2023) del Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad, las mujeres4

ganan, en promedio, un 28,1% menos que los varones; los sectores de menores
ingresos están compuestos casi en un 64% por mujeres; la tasa de desocupación es del
7,8% para las mujeres y del 6,1% para los varones; y las mujeres están más expuestas a
trabajos informales que vulneran sus derechos laborales. En este contexto, a la
situación de violencia machista debemos sumarle la imposibilidad económica de
numerosas mujeres que no pueden abandonar el hogar o que no tienen recursos para
cubrir sus necesidades ni las de sus hijxs o personas a cargo. Una doble vulneración y
exposición que debe ser reparada. Asimismo, debido a los trabajos informales las
mujeres tienen menos recursos económicos y en un gran número se encuentran
imposibilitadas de obtener recibos de sueldo y garantías para alquilar, lo que hace que
el acceso a la vivienda sea más difícil. En este escenario, la inclusión de las mujeres en
el mundo del trabajo y la distribución igualitaria de las tareas de cuidado resultan
políticas fundamentales para garantizar la autonomía económica y que ello contribuya
a erradicar las violencias de género.

4 www.argentina.gob.ar/sites/default/files/2020/08/informe-desigualdad_en_el_trabajo-igualar-segundo_trimestre_2022.pdf
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Niñas/os/es que quedaron sin madre

Otra de las consecuencias más devastadoras de la violencia machista es la
cantidad de casos en los que niñas, niños y niñes que pierden a sus madres víctimas de
femicidio. Entre 2015 y lo que va de 2023 este número asciende al menos a 1932.

En el año 2018 se sancionó la Ley 27.452, conocida como Ley Brisa, que otorga
una reparación económica para hijxs de mujeres asesinadas por femicidas, la misma es
hasta la mayoría de edad. Por primera vez, el Estado reconoció a lxs niñxs también
como víctimas, quienes en algunos casos quedan al cuidado de familiares o en otros en
instituciones públicas, sobre todo en aquellos casos en los que el femicida haya
resultado ser su propio padre. Consideramos que esta es una medida que debemos
observar y cuidar desde las organizaciones de la sociedad civil y los feminismos, y
como sociedad en su conjunto monitorear para garantizar que esta reparación se lleve
adelante y sea efectiva.

Además, y considerando el indicador que muestra que 6 de cada 10 femicidios
ocurrieron dentro de la vivienda de la víctima y en manos de parejas o exparejas,
podemos estimar que en muchos casos lxs niñxs fueron testigos y también víctimas de
la escalada de violencia contra sus madres. Esto refleja la cantidad de casos en los que
las infancias crecen en contextos de extrema violencia, y que lamentablemente en
algunos casos pierden la vida: en estos últimos 8 años desde el primero “Ni una menos”
hemos registrado un total de 229 femicidios vinculados, dentro de los cuales
aproximadamente un 15% de ellos se trata de niños, niñas y adolescentes.

Es sumamente necesario entender que niñxs y adolescentes son atravesadxs por
los femicidios, que además necesitan de políticas que lxs incluyan, que impliquen su
contención social, emocional y psicológica.
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Acceso a la justicia

Durante el período analizado, el 17% de las víctimas habían realizado al menos
una denuncia previa a su femicidio y sólo el 10% tenían medidas judiciales de
protección. Estos datos vuelven a confirmar que la Justicia es patriarcal y desprotege a
las víctimas. Cada caso de una víctima que denunció y fue asesinada desalienta a
denunciar y disciplina a las mujeres.

En el desagregado de los datos encontramos que 1 de cada 5 mujeres se había
acercado al Estado a pedir ayuda, y aún así fue asesinada. Es terrible que esto suceda, y
es urgente implementar medidas para proteger sus vidas. Frente a este contexto
luchamos y exigimos una reforma judicial transfeminista, que destine mayor
presupuesto para protegernos, que tome decisiones que sean adecuadas para cada
situación particular con una mirada interseccional y transversal. Y, fundamentalmente,
que acerque los derechos a los barrios, ya que si bien sabemos que la violencia de
género atraviesa todos los ámbitos de la sociedad y todas las clases sociales y niveles
socioeconómicos, lo cierto es que las mujeres pobres se encuentran con muchísimas
más barreras para acceder a la justicia.

Tal como se observa en nuestros gráficos, el porcentaje de mujeres asesinadas
que tenían denuncias previas oscila entre el 14% y el 22%; y el porcentaje de víctimas que
tenían medidas de protección entre el 6,4% y el 13%. Estas cifras arrojan la preocupante
realidad de que estos casos fueron femicidios anunciados. A la vez que muestra que son
muy pocas las mujeres que deciden realizar denuncias contra sus agresores, que como
mencionamos con anterioridad, en la mayoría de las ocasiones son varones de su círculo
íntimo, dato que está en línea con las cifras que arroja la Encuesta de Prevalencia de
Violencia contra las mujeres publicadas por Spotlight en colaboración con el Ministerio
de las Mujeres, géneros y diversidad de la Nación, en donde se da cuenta de que el 45%
de las mujeres encuestadas manifiestan haber sufrido violencia por razónes de género
en el ámbito doméstico, y que el 77% de ellas no han realizado denuncia . Por eso5

decimos incansablemente que es urgente una reforma judicial transfeminista para que
lxs funcionarixs judiciales tomen medidas con una perspectiva de género e
interseccional acordes a la realidad de las víctimas.

5 Encuesta de Prevalencia de Violencia contra las Mujeres, Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad de la Nación -
Iniciativa Spotlight, (2022)
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Desde el movimiento feminista seguimos exigiendo la correcta implementación
de la Ley Micaela en el Poder Judicial y continuaremos visibilizando cada decisión
tomada por jueces y fiscales que ponga en peligro la vida de las mujeres y que naturalice
la violencia machista. Una Justicia pensada para protegernos es una deuda de la
democracia para con las mujeres.

Agresores pertenecientes a las fuerzas de seguridad o
militares

En el año 2020 incorporamos a nuestro Registro Nacional de Femicidios la
variable de agresores que pertenecen a fuerzas de seguridad y militares. En estos
cuatro años de relevamiento hemos visto con preocupación que 44 femicidas eran
policías y 8 militares. Entendemos que el hecho de que el agresor forme parte de una
fuerza de seguridad o armada implica un mayor factor de riesgo dado el fácil acceso de
los agresores a las armas de fuego, forma utilizada en el 31% de los casos en el último
año. En estos casos, tanto la jerarquía como el arma que portan son utilizadas para
asesinar y vulnerar a las mujeres.

Al acceso a las armas se le suman los lazos y complicidades que puede tener el
agresor en una institución de tanto peso y poder patriarcal. Instituciones que lejos de
cuidarnos nos violentan, incluso encubriendo a los agresores. En lo que va de 2023
hubo cinco casos en los que los femicidas pertenecían o pertenecieron a la Policía o al
Ejército y cuatro de ellos se cometieron con un arma de fuego.

● En febrero de 2023, Micaela Corvalán fue asesinada por su ex pareja frente a su hijo
de 7 años en Santiago del Estero. El femicida, Walter Román Gutiérrez, le disparó
dos veces a Micaela y luego se suicidó con el mismo arma. La familia denunció que
el agresor la hostigaba de forma constante. Asimismo, el hecho de que el femicida
se suicide después del asesinato impide obtener justicia de parte de la familia,
amigxs y allegadxs. Es el último acto de impunidad que comete el agresor, un hecho
de violencia más hacía la víctima y su entorno.

● En el caso del femicidio de Betiana Calvo en abril en Resistencia, Chaco, su ex
pareja y agresor, Agustín Sánchez, era miembro del Ejército. La asesinó de varios
disparos y luego se suicidó. Betiana había realizado una denuncia a fines de marzo
y había pedido una restricción de acercamiento que hasta el momento de su
asesinato no había sido otorgada.
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● En marzo de este año tuvo lugar el femicidio de Sofía Vicente en Olavarría, Buenos
Aires, a manos de Pablo Martín Olalde, un ex policía de la Bonaerense quien en sus
redes sociales solía publicar chistes misóginos. De su femicidio, perpetrado con un
arma de fuego, participó Olalde y un varón más que hasta el momento no fue
identificado.

● Jésica Galeano fue asesinada por Horacio Balbuena, su pareja, en marzo de este
año en Posadas, Misiones. Tanto Jésica como Horacio pertenecían a Gendarmería
Nacional. El arma que usó Balbuena es una 9 milímetros, un arma reglamentaria de
esa fuerza. El agresor quiso simular un suicidio para encubrir el hecho, pero tras las
pericias en el lugar se determinó que fue un femicidio. En este hecho también el
agresor expone y violenta al hijo de Jésica y lo utiliza de coartada, ya que Balbuena
le muestra al niño el cuerpo sin vida de la mamá para “explicarle” que ella se había
quitado la vida.

● Si bien la mayoría de los casos de femicidas pertenecientes a fuerzas de seguridad
o militares que hemos registrado se han perpetrado con armas de fuego, también
observamos casos en que se utilizan otras formas. Es el caso del femicida de
Mónica Trzuskot, Luis Luna, en Federal, Entre Ríos, quien era Policía retirado y
cometió el femicidio con un arma blanca. Horas más tarde de asesinar a Mónica,
Luna se suicidó, en lo que es otro acto más de impunidad. El agresor tenía medidas
de restricción de acercamiento.

En los casos en donde las víctimas logran restricción de acercamiento u otras
medidas judiciales de protección y el femicida las incumple al punto de poder
asesinarlas, podemos advertir que las fuerzas de seguridad y la Justicia no han
realizado un efectivo control y aplicación de tales medidas. Ahora, si bien no podemos
hacer una relación lineal entre el hecho de que los femicidas sean personal de
seguridad o militares y el control ejercido o no sobre las medidas de protección en su
contra, esto sí nos habla de la poca perspectiva de género y derechos humanos que aún
tienen las fuerzas, que ponen más su energía y conocimiento en violentar y vulnerar los
derechos de las mujeres, que en formarse realmente al servicio de la comunidad.
Quizás como un efecto colateral de su estructura y prácticas patriarcales, sus prácticas
parecieran, en realidad, proteger a los femicidas.

En este marco recordamos y exigimos Justicia por Florencia Magalí Morales,
quien en abril de 2020 fue detenida por la Policía en Santa Rosa de Conlara, San Luis,
cuando salió a hacer unas compras en bicicleta. Horas más tarde de su detención la
encontraron ahorcada en el calabozo de la comisaría. En la autopsia de Florencia se
observó que había sido golpeada, tortura que el médico forense quiso ocultar. Si bien la
Cámara de Apelaciones de Villa Mercedes aprobó el cambio de carátula por "Torturas
agravadas por el resultado muerte”, no hicieron lugar al pedido de la querella para mutar
la calificación a "femicidio". Lxs policías imputados como "coautores" del delito de
“torturas y lesiones agravadas seguida de muerte” son el ex comisario Reinaldo Clavero,
el ex subcomisario Marcos Ontiveros, la ex suboficial Eugenia Argüello y la ex agente
Victoria Torres. Todos fueron expulsados de la Policía de San Luis en noviembre de
2022 por incurrir en “faltas disciplinarias gravísimas”. Sin embargo, transitan el proceso
en libertad.

Nadie se suicida en una comisaría. Justicia por Florencia Magalí Morales.
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¿Qué sabemos de los transfemicidios y travesticidios?

La incorporación de las categorías transfemicidios o travesticidios nos permiten
leer nuevas construcciones de sentido en las cuales la violencia de género cometida
por los varones hacia las distintas identidades demuestra cómo la violencia machista
es un hecho que responde a causas de desigualdad entre las diversidades de género,
delitos de odio hacia el género, y no como hechos privados inscriptos en la intimidad de
la “familia” o reducido al ámbito de lo “doméstico” que respondía a cuestiones
personales. Se trata entonces de una desigualdad de poder en favor de los varones cis
heterosexuales y en detrimento de las mujeres cis, personas trans y homosexuales y
como tal son categorías políticas.

La militante travesti Alma Fernández explica cómo nació el término: “Nos surgió
esta idea porque Lohana Berkins hablaba mucho de los travesticidios y decía que
estaba segura de que se trataba de un crimen de odio y que si el Estado con la Ley de
Identidad de Género ya nos reconocía como sujetas de derecho, y si el femicidio era un
crimen de odio al género, el travesticidio también. Después, llegamos a la conclusión de
que también existía el travesticidio social, un concepto del que somos las creadoras
junto a Say Sacayán (hermano de Diana) y a Florencia Guimaraes”. ¿Cuál es la
definición del travesticidio social? De acuerdo a Alma Fernández, “es todo crimen
agravado por odio a nuestra identidad de género que parte de los Estados y las
instituciones. Más allá de que nos subamos a un auto con un cliente y nos vayamos a la
zona roja y nos maten, nosotras morimos todos los días, aunque estemos vivas” . En el6

primer Ni Una Menos el reclamo del colectivo travesti trans estuvo presente. Tal como
explica el periodista Matías Máximo, “Diana [Sacayán] y otrxs activistas trans llevaron a
la marcha #Niunamenos del 3 de junio un cartel que decía ‘Basta de travesticidios’, para
hacer visible un tipo específico de odio criminal. [Los travesticidios] Se refiere a los
asesinatos con saña de personas que se identifican con una identidad de género que
no depende, en exclusivo, de los genitales que se portan al nacer” .7

Es importante remarcar y denunciar que en 2015 muchos medios de
comunicación no tomaron los casos de travesticidios como un tema de agenda,
diferenciándose de la cobertura de los casos de femicidios, que sí alcanzaron un lugar
central en la agenda de los medios y en la opinión pública. En los últimos años tampoco
vemos un avance en este sentido. Si bien se han observado cambios en el tratamiento
periodístico de los casos de femicidio, los casos de transfemicidios y travesticidios
siguen sin ser considerados lo suficientemente noticiables o son asociados al crimen
(sobre todo al narcotráfico) o a la prostitución. Esta decisión editorial dificulta el
relevamiento de transfemicidios y travesticidios que comenzamos en 2020.

Al mismo tiempo, el hecho de asociar las violencias contra trans y travestis a la
criminalidad sin dar cuenta del contexto de desigualdad y violencia estructural que
atraviesan, no genera más que estigmatización y violencia simbólica y mediática hacia
este colectivo. Es decir, es el trans odio que posibilita los trans femicidios y
travesticidios.

7 “Por ser puto, torta o trans”, Revista Anfibia (2015)

6 “Marcha nacional Basta de travesticidios: "Morimos todos los días aunque estemos vivas", Página web Info news, 28 de junio del
2018
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Para erradicar estas violencias y transformar los imaginarios, es necesario que
todos los medios, en especial los hegemónicos, incorporen la perspectiva de género y
diversidad en las redacciones. Entendemos que es una decisión editorial y política y es
momento de que las empresas periodísticas den ese paso.

En estos 4 años de relevamiento de asesinatos de trans y travestis hemos
registrado 29 transfemicidios y travesticidios. Como se mencionó anteriormente, esta
cifra no refleja la magnitud real de los crímenes a este colectivo.

No podemos dejar de mencionar que a este escenario se le suma el caso de
Tehuel de la Torre, joven trans desaparecido desde el 11 de marzo de 2021 cuando
salió de su casa para una entrevista laboral en Alejandro Korn y nunca más se supo de
él. Por su desaparición hay dos detenidos, el hombre que lo iba a contratar, y un
chatarrero de la zona. Sin saber qué ocurrió ni dónde está, al día de hoy las
organizaciones LGBTIQ+ y feministas seguimos exigiendo su aparición, reclamando
una investigación que dé respuestas a dónde está y por qué todavía no aparece. Y
también exigimos que los medios de comunicación contribuyan a esta lucha dando
lugar a las vidas trans, incorporando sus voces y contando sus historias.

¡Que resuene Tehuel en todos los medios! Queremos saber: ¿Adónde está Tehuel?
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“Ni una menos” como herramienta de
transformación
Por Laura Oszust y Analía Morra, integrantes de Ahora Que Sí Nos Ven.

La movilización masiva del Ni una menos del 3 de junio de 2015 no sólo consiguió
visibilizar a los femicidios como una problemática urgente a resolver, sino que puso en
evidencia que la violencia machista es una deuda histórica de la sociedad hacia las
mujeres e identidades feminizadas. Aquel día fuimos convocadas por mujeres
activistas, artistas y periodistas “hartas” de contar femicidios a diario, y en ese
encuentro masivo comenzamos a fortalecer la idea de que “las calles son nuestras”
consolidando un nuevo espacio de lucha y de protesta masivo y feminista, sostenido
también en las redes y canales de comunicación digitales que promovieron una
organización feminista masiva a nivel nacional. La exigencia del “Paren de matarnos”
estuvo acompañada de una serie de reclamos y pedidos dirigidos a distintos sectores
de la sociedad sobre los cuales recae también la responsabilidad de haber estado
sosteniendo durante años un sistema basado en relaciones desiguales de poder que
limita la libertad y pone en riesgo la vida de las mujeres. En el documento leído en la
convocatoria del 3 de junio de 2015 escuchamos un reclamo clave: “Los femicidios no
deben tratarse como problemas de seguridad. Y la lucha contra ellos exige una
respuesta múltiple, de todos los poderes del Estado y todas sus instancias -nacional,
provincial, municipal- pero también precisa una respuesta de toda la sociedad civil. Y en
especial una respuesta por parte de los y las periodistas, comunicadores y
comunicadoras, que son quienes construyen interpelaciones públicas”. Es en este
sentido que hemos trabajado en el presente informe, en el que reconocemos los
avances logrados a partir del primer Ni Una Menos en materia de cobertura de casos e
inclusión de los casos de femicidios en la agenda mediática para que consigan alcance
a todos los puntos del país, para que se discuta sobre la violencia machista en todos
los canales de radio y televisión, para que la discusión llegue a los hogares y atraviese a
la sociedad en su conjunto. Así, el movimiento Ni Una Menos ha conseguido constituir
a las mujeres y diversidades como sujetos políticos que han disputado y disputan
sentidos con los distintos poderes de la sociedad, consiguiendo en esa lucha grandes
avances en materia de derechos.

En este camino de 8 años lamentablemente no hemos podido encontrarnos con
indicadores que muestren que las políticas públicas implementadas hayan sido
suficientes para la erradicación de las violencias machistas más extremas, como son
los femicidios. Frente a este escenario continuamos nuestra tarea de monitorear casos,
registrarlos, y construir indicadores para el análisis, sobre los cuales podamos diseñar
estrategias de prevención, atención y definitiva erradicación de la violencia de género.
Consideramos que es importante destacar que este trabajo de construcción de datos,
este registro nacional de femicidios que resulta representativo de nuestra realidad,
podemos llevarlo adelante gracias al impulso que el movimiento Ni Una Menos en los
medios de comunicación para conseguir que los femicidios se consideren noticia, que
se incluya en la agenda mediática. Que hoy en día los medios de comunicación estén
atentos a lo que sucede con la vida de las mujeres en cada rincón de nuestro país, que
den lugar a la violencia de género en sus páginas y en sus portales, en sus
transmisiones y en sus titulares, es una conquista que se desprende de aquella masiva
movilización que nos encontró en 2015.
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De todas maneras, seguimos exigiendo que el lugar que ocupan los femicidios en
los medios de comunicación estén acompañados de un tratamiento responsable, con
perspectiva de género y de derechos. Y en este sentido consideramos que aún queda
mucho trabajo por hacer, sobre todo en los medios de comunicación tradicionales. El
surgimiento en los últimos años de medios autogestivos, no tradicionales y feministas
ha sido de un enorme aporte al movimiento para la construcción de un análisis más
completo, complejo y despojado de violencia simbólica en la comunicación. Estos
medios se encuentran hoy marcando el camino para poder llevar adelante una revisión
de las prácticas tradicionales de comunicación y proponen una reconfiguración hacia
un modo de comunicar de manera responsable y con perspectiva de género y
diversidad, que contribuya efectivamente a la construcción de una sociedad más justa y
libre de violencias.
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¿Qué cambió y qué nos falta?
Por Sol Martínez Ferro y Mariana Peluso, integrantes de Feminacida.

Las efemérides feministas no son un recuerdo para su conmemoración, sino más
bien una cita obligatoria con la memoria; un mirar de donde partimos para saber donde
nos encontramos actualmente. El 3 de junio de 2015, en la primera movilización de Ni
Una Menos, algo estalló en nuestra sociedad que fue inspirador y contagioso para la
región y el mundo. Pero ocho años después, los datos no son alentadores: los medios
de comunicación registraron 2257 femicidios desde ese entonces. Como periodistas,
vemos estos números con gran preocupación y creemos que es fundamental indagar
nuestro rol a la hora de narrar, visibilizar y acompañar una situación de violencia. ¿Qué
aprendimos en materia de género? ¿Qué cambió y qué nos falta? ¿En qué nos
equivocamos?

Nuestro oficio bajo la lupa

Los movimientos feministas cuentan con una historia rica y extensa en todo el
mundo. El 2015 no fue un punto de partida sino un momento bisagra: las imágenes de
aquellas marchas contra los femicidios y luego por el aborto legal llegaron a las casas
de todo el país. La agenda feminista irrumpió en los medios de comunicación y el
propio ámbito del periodismo empezó a ser revisado por la sociedad, pero también
desde adentro.

En principio, queremos subrayar que, si bien un asesinato es la cara más extrema
de la violencia de género, esta acción responde a una cadena de acciones y conductas
previas, algunas más visibles que otras. Una buena manera de adentrarnos en esta
problemática es valernos de la Ley N° 26.485 de protección integral para prevenir,
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. En ella, la violencia está tipificada
no solo en su forma física, sino también psicológica, sexual, económica/patrimonial,
simbólica y política. Además, se contempla en distintas modalidades: doméstica,
institucional, laboral, obstétrica, mediática y contra la libertad reproductiva.

Muchas de estas expresiones no eran consideradas noticiables por distintos
motivos. Además de ser contempladas dentro del orden de la “vida privada” de las
personas, suelen estar naturalizadas y por eso ser difíciles de percibir. Pero para
desandar este entramado es fundamental insistir en que un femicidio no es un hecho
aislado. Los números lo demuestran: del total de víctimas en los últimos ocho años, el
17% había realizado al menos una denuncia por alguna situación de violencia y el 10%
tenía una medida judicial.

Parte de nuestro rol como periodistas es entonces ampliar la mirada: narrar estas
prácticas, ponerles palabras en nuestras columnas o darles minutos al aire es una de
los recursos que tenemos para intentar incidir en este escenario desalentador. Nombrar
estas violencias como tales puede permitir detectarlas a tiempo y evitar un desenlace
irreversible.
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Ahora bien, en el afán de visibilizar una denuncia, podemos incurrir en algunos
hábitos muy frecuentes pero desafortunados. Ahondar en detalles innecesarios puede
ser revictimizante y amarillista, además de exponer a la víctima. Entonces, cabe
preguntarnos, ¿qué aportan ciertos datos de un crímen a la discusión pública? ¿Es
relevante la vestimenta que llevaba puesta una víctima o el hecho de que saliera a
boliches los fines de semana? Y, en otro sentido, ¿por qué querríamos mostrar, por
ejemplo, los moretones en una joven producto de una situación de violencia? ¿O una
foto del cuerpo de una víctima de femicidio? ¿Por qué la expondríamos de esa manera?
¿Solo por un click más?

Algunos consensos y muchas preguntas

Al momento de cubrir un caso, algunas líneas pueden ser finas, pero tenemos una
premisa muy clara: queremos contar una historia, pero resguardando la intimidad y la
integridad de la persona afectada. Valernos de datos duros como los del informe que
acompaña este texto es un buen recurso para contextualizar una situación y dar cuenta
de que estamos ante un problema de orden social, no individual. Pero narrativas como
“otro abuso sexual en Buenos Aires” pueden ser anestesiantes para las audiencias y
contribuir así a un efecto de naturalización de la violencia. Apuntamos, entonces, a
transmitir un equilibrio entre el contexto y la singularidad de cada hecho.

Otra idea muy instalada que circula cada vez que un femicidio es noticia es que
los violentos serían “locos” o “enfermos”. Este estereotipo construido patologiza e
individualiza su accionar, pero no se sostiene ante los datos. ¿Cómo explicamos, sino,
más de dos mil asesinatos en ocho años? ¿Todos esos asesinos son “monstruos”? ¿O
será, como planteábamos más arriba, que son el último eslabón de una cadena de
“micromachismos” propios de cualquier hijo de vecino? Contrario a lo que podría
suponerse, en la mayoría de los casos el lugar más peligroso no es un callejón a
oscuras, sino el propio hogar: seis de cada diez asesinatos tuvieron lugar en la vivienda
de las víctimas y fueron perpetrados por sus parejas o exparejas.

En este punto, queremos aclarar que estas reflexiones no constituyen un manual
ni una receta que resuma “cómo comunicar con perspectiva de género”. Si bien existen
consensos y recomendaciones, no hay una forma única e inmutable de hacer
periodismo –ni de ser feminista–. Una cuestión central que puede ser parteaguas es la
pregunta por el castigo hacia los victimarios, las grandes limitaciones del punitivismo y
la falta de soluciones estructurales.

Si decimos que el problema de la violencia es social, no es posible sostener que
haya una salida en los castigos individuales; menos aún si tenemos en cuenta las
falencias históricas de nuestro sistema penal. Esto no significa que no alentemos a las
víctimas a denunciar –todo lo contrario–, pero siglos de historia evidencian que el
recrudecimiento de las penas no ha provocado una reducción de la violencia, sino el
efecto opuesto. ¿Alguien podría creer que la cárcel permite una posterior reinserción en
la sociedad? Incluso nos arriesgamos a preguntar: ¿Qué “reparación” ofrece realmente
una condena perpetua? ¿Qué idea de “justicia” está detrás de esa postura?

Estos cuestionamientos nos permiten revisar nuestras propias experiencias
pasadas, como en el caso de los conocidos “escraches”. La consigna persiste y los
datos la sostienen: hay que respaldar a las víctimas. El porcentaje de denuncias por
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abuso sexual que resultaron falsas es mínimo. Pero esto no puede hacernos perder de
vista derechos fundamentales para cualquier proceso judicial, como la presunción de
inocencia previa a una condena. Estamos convencidas de que el linchamiento social
solo agrava situaciones de por sí complejas. Quien debe determinar la culpabilidad o no
de un acusado es la justicia. Si, como ya sabemos, esta no funciona como debería, una
de las arduas tareas que tenemos por delante es precisamente exigirle perspectiva de
género.

El cambio también es hacia adentro

Durante todo este camino, la tarea de problematizar y transformar las lógicas
periodísticas y mediáticas no resultó gratis. Las acciones tanto de las comunicadoras
feministas como de los medios de comunicación que abordamos la realidad desde esa
perspectiva son constantemente cuestionadas, discutidas y desestimadas. No es un
dato menor que los medios de comunicación nacionales esten en su inmensa mayoría
administrados y conducidos por hombres cisgénero: según el Foro de Periodismo
Argentino (FOPEA), hasta el año 2021 solo el 14% tenían mujeres ocupando posiciones
de jerarquía.

Incluso existen represalias concretas entre quienes intentamos alzar la voz. Hace
menos de un mes tomó relevancia el caso de la periodista Luciana Peker, quien
denunció amenazas y hostigamiento ante la justicia hace más de dos años. Peker
acompaña a Thelma Fardín desde el inicio de su proceso de denuncia contra Juan
Darthés, y ha recibido mensajes de odio desde diferentes líneas telefónicas a nombre
suyo y de la propia Thelma.

Una semana después, otra periodista, Griselda Blanco, fue asesinada en su
domicilio en la ciudad de Curuzú Cuatiá, Corrientes. Su familia sostiene que se trató de
un homicidio que buscaba silenciarla, ya que ella había denunciado públicamente el
mal desempeño de la policía local y un caso de mala praxis en un hospital. “Lo que
corre riesgo no solo es la posibilidad de que haya justicia en los casos de abuso sexual,
sino la posibilidad de hablar. Hoy hablar y escribir puede ser peligroso y no hay real
libertad de expresión”, escribió Peker en una columna días antes.

Para intentar incidir en este escenario y transformar todas estas lógicas aún
vigentes en nuestro oficio, tenemos la convicción de que es urgente la aplicación de
medidas como la Ley N° 27.499. Conocida como “Ley Micaela”, nació del dolor a partir
del femicidio de la joven de Entre Ríos. Fue sancionada en 2017 y obliga a funcionaries
de los tres poderes del Estado a capacitarse en género.

Con el mismo espíritu, en 2021 se desarrolló un proyecto para trasladar este
requisito a les propietaries y trabajadores de la comunicación. Esta iniciativa se
construyó a partir del tratamiento mediático revictimizante que recibió el caso de
Micaela García. Fue impulsada por la Red de Medios Digitales, de la cual Feminacida
forma parte, y desde la cual entendemos la enorme influencia y la responsabilidad
social que tenemos como periodistas. Aún no fue tratada en el Congreso, pero todos
los días, un conductor de televisión, una publicidad en la calle o un titular en internet
nos recuerdan que sigue siendo una demanda urgente.
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A modo de conclusión

Cuando nos preguntan cuál es la solución al problema de los femicidios o por
dónde empezar, decimos que, si bien sabemos que el problema es complejo y
estructural, las respuestas tienen que ser integrales. Para esto es necesario comenzar a
cuestionar la actual división sexual del trabajo, como desigualdad que sostiene y
reproduce otras desigualdades y violencias más extremas, como los femicidios. A
partir de este eje central, como “padre de todas las desigualdades”, y de los indicadores
que resultan del registro es que podemos detectar posibles ejes de acción más
específicos:

Con respecto al lugar físico del femicidio, si en Argentina 6 de cada 10 femicidios
ocurren dentro de la vivienda de las mujeres, es importante fortalecer políticas públicas
que contribuyan a detectar situaciones de riesgo, estrategias y herramientas que
brinden verdaderas oportunidades para que las mujeres que conviven con el agresor
tengan las posibilidades concretas de poder apartar al agresor de la vivienda, o en su
caso contar con políticas de acceso a la vivienda con perspectiva de género que
otorguen a las mujeres la autonomía económica suficiente para poder dejar el hogar en
el que su vida corre peligro sin perder su patrimonio. Sabemos que las redes feministas
nos sostienen, pero es el Estado quien debe garantizar nuestra seguridad frente a esta
desigualdad y violencia estructural, construyendo dispositivos que protejan nuestras
vidas y también que otorguen contención y atención integral a todas las mujeres en
cada rincón de nuestro país que se encuentran en situación de violencia de género, lo
que es fundamental para que no se sientan solas.

Con respecto al vínculo entre la víctima y el agresor, consideramos que es
urgente conseguir un acuerdo social que implique un compromiso conjunto con la
revisión de las prácticas machistas basadas en roles y estereotipos de género que se
dan en las relaciones vinculares sexoafectivas, así como la construcción de nuevas
masculinidades. No podemos dejar este compromiso librado a las voluntades de
quienes entienden que es tiempo de cuestionar los mitos del amor romántico y ponerle
fin a la reproducción permanente de violencia simbólica en la familia, en las escuelas,
en los medios de comunicación, en el arte y en las distintas instituciones de nuestra
sociedad que atraviesan diferentes dimensiones de nuestras vidas. Tenemos una Ley
de Educación Sexual Integral que abre las puertas en cada espacio educativo del país al
cuestionamiento de estas problemáticas y a la reconfiguración de nuevos modos de
vincularnos: más igualitarios y sin violencias. Necesitamos que la aplicación de la ESI
en Argentina sea completa y efectiva en todas las instituciones educativas de todos los
niveles, públicas y privadas. Es el Estado quien debe garantizar que esto suceda con
mecanismos efectivos y de alcance Nacional.

Con respecto al acceso a la Justicia, es urgente que se haga realidad una reforma
judicial transfeminista, con el objetivo de que las mujeres dejen de ser revictimizadas y
violentadas institucionalmente, que se las escuche, que se les tomen las denuncias y se
apliquen medidas efectivas para realmente protegerlas. Una Justicia transfeminista que
tome decisiones adecuadas para cada situación particular con una mirada
interseccional y transversal, que acerque los derechos a las comunidades, y que
escuche a las víctimas. En este sentido, la Justicia sigue teniendo una deuda enorme
con la sociedad, pero, especialmente, con las mujeres y LGTBIQ+. Son 379 las mujeres
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que a pesar de haber recurrido a la Justicia a denunciar, a pedir ayuda, han sido
asesinadas. Esto significa que las medidas de protección han sido ineficientes. Frente a
este contexto luchamos y exigimos que las instituciones que reciben nuestras
denuncias actúen con celeridad, con eficacia, y con perspectiva de género y de
derechos. Necesitamos una reforma judicial transfeminista urgente.

Con respecto a los agresores pertenecientes a las fuerzas de seguridad,
necesitamos el compromiso de estas instituciones para que ante un caso de violencia
machista se le retire el arma reglamentaria, así como derivar al agresor a una tarea que
no implique el contacto con el público, ya que puede resultar intimidatorio para la
víctima. No podemos permitir que reciban a alguien que se acerque a denunciar por
violencia machista. Tener fuerzas de seguridad respetuosas de los derechos humanos
es una deuda de la democracia. Para conseguirlo necesitamos urgentemente una
transformación de este tipo de instituciones, que haga hincapié en la formación de sus
fuerzas basada en los derechos humanos, que no nos abuse, que no violente y que
respete a las mujeres, sosteniendo a las víctimas con una escucha real, amorosa y
atenta.

Llevamos 8 años gritando: ¡Ni una menos! Hoy estamos cumpliendo un nuevo
aniversario de aquella masiva manifestación donde, hartas de la violencia machista que
termina con la vida de una mujer cada día, salimos a la calle aquel 3 de junio de 2015
para abrazarnos en un movimiento que traspasó fronteras, que marcó agenda no solo
en nuestro país sino en toda la región, y que impulsó verdaderas transformaciones.
Aquí estamos y seguimos reclamando que PAREN DE MATARNOS. Es cierto que el
movimiento NI UNA MENOS, junto con la MAREA VERDE en los últimos años, ha
logrado avances en la masividad de sus reclamos e incluso en la conquista de
derechos. Sin embargo, en el contexto de un año electoral es menester resaltar la
preocupación y ponernos en alerta ya que las mujeres y diversidades sexuales
seguimos viviendo actos de violencia política machista, que tuvo su máxima y extrema
expresión en el intento de femicidio y magnicidio de la vicepresidenta de la Nación,
Cristina Fernández de Kirchner. ¡Si tocan a una, nos tocan a todas! Sin nosotras en la
política, no hay democracia.

Al mismo tiempo, como se mencionó al inicio de este apartado, consideramos
que la reforma del sistema integral de cuidados es un asunto urgente. Las tareas de
cuidado y el trabajo no remunerado no son cuestiones de mujeres solamente. Su
equitativa distribución es un acto de justicia ante una situación que históricamente nos
limitó el acceso al empleo, a condiciones laborales y sueldos igualitarios con respecto a
los varones, a puestos de mayor decisión y, en consecuencia, a una real soberanía
económica. Por eso exigimos el tratamiento y aprobación en el Congreso de la Ley del
Sistema Integral y Federal de Cuidados. Sin redistribución del tiempo destinado al
cuidado y de la riqueza, no hay erradicación de las violencias machistas posible.

Continuamos denunciando que en el año 2023 una mujer es asesinada cada 27
horas, que las cifras de femicidios no han sufrido modificaciones significativas en estos
8 años, y que seguimos esperando respuestas efectivas de parte de todos los poderes
del Estado que contribuyan a salvar a las mujeres de la violencia machista, y sobre
todo, una transformación de toda la sociedad en su conjunto para que las mujeres y
LGBTIQ+ podamos por fin vivir una vida libre de violencias.
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¡NI UNA MENOS!
"Libres, vivas, desendeudadas y en las calles nos queremos. Con este Poder
Judicial no hay ni una menos"
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